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COMISIÓN PERMANENTE ESPECIAL DE DERECHOS HUMANOS  

 

DICTAMEN AFIRMATIVO DE MAYORÍA 

 

 

ASAMBLEA LEGISLATIVA: 

 

Los suscritos Diputados (a) miembros de la Comisión Permanente Especial de 

Derechos Humanos rendimos el Dictamen Afirmativo de Unánime del proyecto de 

Ley expediente Nº 21.450: “Aprobación del Convenio de Europa contra el 

Tráfico de Órganos Humanos”, iniciado el 7 de junio de 2019, publicado en el 

Alcance Nº 161 Gaceta Nº 128 del nueve de julio del dos mil diecinueve, iniciativa 

del Poder Ejecutivo. Rendimos dictamen con fundamento en las siguientes 

consideraciones: 

 

1. OBJETO DEL PROYECTO 

 

La República de Costa Rica suscribió el Convenio del Consejo de Europa contra el 

Tráfico de Órganos Humanos, el 16 de abril de 2018, en la sede del Consejo de 

Europa en Estrasburgo, firmando por nuestro país el señor Gabriel Macaya Trejos, 

a la sazón embajador de Costa Rica en la República Francesa, con plenos poderes 

para este acto. 

 

El objetivo de este convenio es crear el primer mecanismo convencional destinado 

a prevenir y combatir el tráfico de órganos humanos, mediante el establecimiento 

de la criminalización de ciertos actos, con el fin de proteger los derechos de las 

víctimas de este tipo de delitos, especialmente el derecho a la vida y a la dignidad 

humana. 
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Si bien Costa Rica promulgó la Ley de Donación y Trasplante de Órganos y Tejidos 

Humanos, N.° 9222, de fecha 13 de marzo de 2014. No existe en nuestro Código 

Penal sanción alguna contra el uso e implantación de los órganos humanos 

extraídos ilícitamente.  En efecto, la Ley de Trasplante de Órganos y Tejidos 

Humanos se limita a tipificar la donación y extracción ilícita de los órganos, sin 

deparar en cuál será el destino de este material humano, siendo su utilización tan 

ilegal como su obtención.  Tampoco establece la necesidad de tipificar tanto la 

importación como la exportación ilícita de órganos, tal y como lo establece este 

convenio.   

Por último, el presente Convenio es conforme con nuestra política exterior de 

protección de los derechos humanos y con los compromisos internacionales 

adquiridos por Costa Rica.  

 

2. CONSULTAS REALIZADAS  

 

Se realizaron consultas a las siguientes instituciones: 

 

 Colegio de Abogados de Costa Rica  

 Contraloría General de la Republica 

 Banco de Ojos, Caja Costarricense del Seguro Social  

 Medicina Legal del Poder Judicial  

 Colegio de Médicos y Cirujanos  

 Sala Tercera  

 Procuraduría General de Republica 

 Defensoría de los Habitantes 

 Fiscalía General de la Republica  

 Corte Suprema de Justicia  

 Ministerio de Salud 

 Ministerio de Relaciones Exteriores  

 Caja Costarricense de Seguro Social  
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3. Respuestas Recibidas.  

Sala Tercera de 
la Corte 
Suprema de 
Justicia 
 
Oficio: N' 0036-
Pres.SCP-20191 

Solicita revisar 4 puntos:  
1. El convenio no conlleva la despenalización de las conductas previstas 

como delito en la normativa sustantiva costarricense y por el contrario, 
obliga a realizar una revisión interna de los delitos y de ser necesario, 
ampliar su ámbito de aplicación.  

2. El inciso e) del párrafo 1 del artículo 10 indica el termino de extranjero 
con residencia habitual, pero en el caso costarricense estos solo se 
clasifican como radicados temporales o residentes permanentes. Esto 
representa un inconveniente por la ausencia de dicha categoría. Por lo 
que se sugiere hacer una reserva con respecto a este inciso, pero sin 
renunciar a la competencia de los órganos para conocer este tipo de 
casos de conformidad con la legislación actual.  

3. En el artículo 13 inciso d, se detalla la necesidad de tomar en cuenta 
para el juzgamiento que el autor haya sido condenado con anterioridad 
por delitos tipificados expresados por el Convenio. Existe una 
imposibilidad en nuestro ordenamiento de determinar la reincidencia 
como un factor agravante de la sanción. Aunque esto podría agregarse 
es necesario antes realizar la consulta ante la Sala de Casación Penal.  

4. En el inciso b) del artículo 22 indica que se debe nombrar un punto de 
contacto para el intercambio de información y recomiendan que sea un 
órgano del Poder Judicial.  

Defensoría de 
los Habitantes  
 
Oficio: DH-PE-
CV-0965-20192 

 Implica la revisión y adaptación de la normativa interna, la revisión de 
las funciones y potestades de los diferentes actores sociales 
involucrados en la respuesta país, frente a la problemática que se 
presenta.  

 Es necesario fortalecer la plataforma de servicios de salud que requiere 
la consolidación de un modelo de donación y trasplante, transparente y 
eficaz. 

 El artículo 7 sanciona la acción intencional-dolosa de la solicitud, 
propuesta de un donante o un receptor de órganos, con el fin de obtener 
una ventaja o un beneficio económico, todo ello desarrollado en el 
ámbito privado. En nuestro medio es necesario la ampliación de la 
norma al sistema público de modo que no puede exonerarse del 
cumplimiento de un deber de fiscalización y control sobre lo actuado por 
sus funcionarios; así como un deber de previsión y planificación de un 
servicio equitativo, que provea los recursos en condiciones de 
oportunidad, calidad y eficiencia. 

 El artículo 21 refiere a la adopción de medidas legislativas o de otra 
naturaleza que garanticen UN SISTEMA NACIONAL TRANSPARENTE 
PARA EL TRASPLANTE DE ÓRGANOS.  

 Es necesario mencionar la pertinencia y oportunidad de aprobación de 
dicho cuerpo normativo, siempre que se aseguren las modificaciones 
legislativas en el ordenamiento jurídico costarricense y se fortalezca la 
plataforma administrativa que, asegure, un servicio de salud trasplante, 
ético, equitativo, eficiente, oportuno y de calidad comprobada. 

Banco de Ojos 
 

 Es compatible con el Derecho Nacional e incluso es más garante de los 
derechos humanos de la población.  

 La ratificación de este convenio conlleva la reforma de la Ley N° 9699 
de Responsabilidad de las Personas Jurídicas sobre Cohechos 
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Oficio: CLOF-
B0-1456-12-
20193 

Domésticos, Soborno Transnacional y Otros Delitos. Esto para 
responsabilizar a las personas jurídicas en este tipo de delitos.  

  Este tratado no menciona nada sobre tejidos, al ser las córneas un 
tejido, no tiene relación directa con este convenio.  

Contraloría 
General de la 
Republica.  
 
Oficio: CGR/DJ-
15734 

 El contenido no tiene una relación directa con alguno de los 
componentes objetivos de la Hacienda Pública.  

Ministerio de 
Salud 
 
Oficio: MS-DM-
JM-1486-20195 

 Se brindará el apoyo para la aprobación del Proyecto de Ley dado a que 
dicha iniciativa, nace en el seno de la Red Iberoamericana de Donación 
y Trasplantes, donde se invita a los países que la conforman a ser 
partícipes del mismo 

 La mayoría del articulado propuesto, se encuentra visualizado en la Ley 
9222, Ley de Donación y Trasplante de Órganos y Tejidos Humanos, en 
el Decreto Ejecutivo 39895-S Reglamento a la Ley 9222, así como, en 
las normativa nacionales de distribución de órganos, es por ello, que la 
Secretaria realizó las gestiones pertinentes ante la Unidad de Asuntos 
Internacionales y nuestras autoridades, para que este convenio fuera 
firmado por el Represente de la Embajada de Francia y ratificado ante el 
Consejo de Europa. 

 Formar parte del Convenio del Consejo Europeo contras el Tráfico de 
órganos humanos, es un indicativo magno que el país cuenta con 
estándares altos de calidad de normativas a nivel internacional, que 
permiten evitar el tráfico y trata de personas con fines de trasplante y 
actividades conexas.  

 El ministerio recomienda ratificar como Ley de la Republica tan 
importante adhesión y por lo tanto no se opone al proyecto. 

Ministerio de 
Relaciones 
Exteriores  
 
Oficio: N° DJ0-
831-20196 

 En el artículo 1 y 17 establece que se debe facilitar la cooperación 
internacional en la lucha contra el tráfico de órganos humanos, esto en 
materia de extradición y asistencia judicial. Este Ministerio funge como 
canal diplomático de comunicación entre los estados interesados en el 
tema específico de la extradición. Se debe señalar que en el país no se 
establecen en su legislación las reglas para la tramitación de una 
extradición activa (por parte del Estado costarricense), solo existe una 
extradición pasiva (realizada por el Poder Judicial). El artículo 17 hace 
referencia a una extradición activa, con esto se podría fortalecer el 
bloque normativo y creación de legislación que regule este tema.  

Colegio de 
abogados  
 
Oficio: JD-01-
007-207 

 Los tipos penales exigidos por esta norma internacional, en su mayoría 
estarían regulados dentro de la Ley 9222. Sin embargo, existen vacíos 
que de forma programática se solventarían; lo que beneficiaría el 
sistema de trasplantes, si se implementaran a cabalidad. 

 2- Exige esta norma una obligación, que, a pesar de existir en nuestro 
sistema de trasplantes, no está penalizada como tal, cual es, la 
extracción e implantación fuera de la regulación interna del sistema de 
trasplantes. Esto quiere decir, que se insta a los Estados parte a que la 
violación de las normas regulatorias, y los principios estén 
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 penados. Con ello se presenta una gran oportunidad para abordaje del 
Derecho Interno desde el punto de vista crítico, cual es, examinar la 
existencia de prohibiciones sin sanción, como por ejemplo la publicidad 
de necesidad de órganos, aunque no se exponga ventaja económica. 

 3- De orden procesal, la regulación de este delito como acción pública, 
brinda una señal de apego, a las exigencias de esta norma 
internacional. 

 4- Es necesario examinar las deficiencias de redacción de algunos tipos 
penales, que podrían reñir con los principios de legalidad (típica, norma 
estricta, literalidad), que en algunos casos podría generar inaplicable 
una norma. 

 5- Es importante resaltar, que debe analizarse dentro de la Ley de 
Trasplantes, la determinación de conceptos de ventajas indebidas que 
establece CONVENIO DEL CONSEJO DE EUROPA CONTRA EL 
TRÁFICO DE ÓRGANOS HUMANOS. Esto debido a que nuestra 
legislación no determina claramente este concepto. En este sentido, la 
ventaja de índole patrimonial o condicionamiento social, debería verse 
respaldado por la Cumbre de Estambul. Ni el convenio, ni la normativa 
vigente, demarcan mayor claridad en este sentido. Es menester mayor 
desarrollo en cuanto a este concepto, que incide directamente, en el 
consentimiento, y que, al existir un condicionamiento, podría valorarse 
que no es libre y voluntario. 

 En abono a lo anterior, no está de más señalar que nuestra legislación 
interna contiene elementos de suma importancia no presentes de forma 
particular en el convenio de estudio, verbigracia el rol activo a los 
comités de bioética hospitalarios. 

 En cuanto al impacto de la aprobación del convenio en el ámbito de la 
CCSS, ello en relación con el principio bioético de Justicia Distributiva, 
especial atención merecen los artículos 18, 19 y 21 de dicha 
convención. 

 El Artículo 18 – sobre Protección de las víctimas, reza lo siguiente: 

 Artículo 18 – Protección de las víctimas Cada Parte adoptará las 
medidas legislativas y de otra índole, necesarias para proteger los 
derechos e intereses de las víctimas de los delitos tipificados de 
conformidad con el presente Convenio, en particular: a. Velando para 
que tengan acceso a las informaciones pertinentes relativas a su caso y 
que sean necesarias para la protección de su salud y de otros derechos 
afectados; b. ayudando a las víctimas en su recuperación física, 
psicológica y social; c. recogiendo en su legislación interna, el derecho 
de las víctimas a recibir una compensación por parte de los autores de 
los delitos. 

 Ello impone como claramente se denota de la redacción del supra citado 
numeral, velar por la atención médica integral de las posibles víctimas, 
lo que ha de implicar las previsiones necesarias, sea los recursos 
pertinentes para subsidiar los gastos económicos derivados de la 
atención de todas las personas que se vean perjudicadas a nivel 
psicológico y físico, y que por cualquier razón no sean derechohabientes 
de la CCSS; debiendo tomarse en consideración además lo indicado en 
el numeral 19 del convenio, sobre el 

 acompañamiento a las víctimas en casos de tramitación de denuncias 
penales. 

 Finalmente y en lo que atañe al numeral 21.2.a del convenio, en cuanto 
a facilitar, a los profesionales de la salud y funcionarios competentes, 
informaciones sobre la prevención y la lucha contra el tráfico de órganos 
humanos, o para reforzar su formación; el Área de Bioética de la CCSS 
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podría jugar un papel activo en ese campo, con involucramiento del ente 
rector, Ministerio de Salud a partir de campañas que pueden difundirse 
por diferentes vías de alcance nacional, incluidas las redes sociales; las 
propias universidades y por supuesto los colegios profesionales del 
ámbito de las ciencias de la salud. 

 Colofón: No cabe duda que el tráfico de órganos humanos atenta contra 
la dignidad humana, el derecho a la salud y a la vida y representa una 
grave amenaza para la salud pública; por lo que deviene en necesario 
un reforzamiento de nuestro marco jurídico que tutele a la persona, 
desestimulando con la debida tipificación la explotación de las personas 
en condición de necesidad, regularmente víctimas de mercaderes de la 
salud. 

Fiscalía 
General de la 
Republica  
 
Oficio: SICE-
FGR-001- 20208 

 En los artículos 4 a 9 del Convenio, al hacerse referencia a diversas 
conductas delictivas se indica que las actuaciones deberán ser 
cometidas "intencionalmente", ante lo cual debe tomarse en cuenta que 
precisamente en la legislación ordinaria los delitos se presuponen 
dolosos (conocimiento y voluntad). 

 Asimismo, en el artículo 7 al instar el establecimiento de sanciones para: 
la propuesta, captación, ofrecimiento y solicitud ilícita de ventajas 
indebidas se menciona el término "funcionarios " lo cual remite al ámbito 
público, podría malinterpretarse que la sanción se dirige únicamente a 
quienes trabajan en el sector privado, por lo anterior, se sugiere 
mencionar de manera explícita la posibilidad para quienes "(..) por 
cualquier razón, dirigen o trabajan para una entidad del sector público o 
privado".  

Colegio de 
Médicos  
 
Oficio: 
PJG.593.12.199 

 Visto y analizado de forma integral el proyecto de Ley no se logran 
extraer elementos tendientes a afectar y/o modificar el ejercicio de la 
profesión médica, ni a ninguna de las funciones que de acuerdo con el 
artículo 3 de la Ley Orgánica del Colegio de Médicos y Cirujanos ni 
tampoco su Código de Ética de acuerdo a las actividades 
desempañadas por esta Corporación 

 Por medio de la ratificación del Convenio, pretende realizar adiciones y 
generar controles favoreciendo la protección del paciente y del médico 
tratante. 

Procuraduría 
General de la 
Republica  
 

 
Oficio: 0J-071-
202010 

 Considera que la suscripción del "Convenio del Consejo de Europa 
contra el Tráfico de Órganos Humanos", resulta viable y conveniente, en 
vista de que en términos generales se adapta a nuestra realidad jurídica 
y constitucional. 

 Este carece de roces con nuestra Constitución y nuestro Ordenamiento 
Jurídico, por lo que a criterio de este Órgano Asesor no existe 
impedimento alguno en suscribir el Convenio.  

 El Convenio resulta un complemento importante de nuestra Ley de 
Donación y Trasplante de Órganos y Tejidos Humanos, N° 9222 de 
fecha 13 de marzo de 2014.  

 No obstante, con la suscripción del Convenio, se adquieren obligaciones 
específicas que requieren la adecuación de nuestra legislación penal.  
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4. Audiencias Realizadas  

 

El martes 22 de octubre de 2019 en la sesión ordinaria N° 1411 de la Comisión 

Permanente Especial de Derechos Humanos, se recibe en audiencia al Ministerio 

de Salud y Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto para hacer referencia al 

presente expediente, en esta audiencia se indica que:  

 El Objetivo del Convenio es prevenir y luchar contra el tráfico de órganos 

humanos y que la aplicación de las disposiciones del Convenio en relación 

con el Derecho Penal sustantivo deberá llevarse a cabo teniendo en cuenta 

su finalidad y el principio de proporcionalidad. 

 Facilitar la cooperación a nivel nacional e internacional en la lucha contra el 

tráfico de órganos humanos. 

 El Convenio establece un mecanismo de seguimiento específico de la 

aplicación eficaz de sus disposiciones. 

 Protege los derechos de las víctimas de los delitos establecidos de 

conformidad con el Convenio. 

 El convenio es fundamental para fortalecer los procesos de regulación que 

realiza la Secretaría Ejecutiva Técnica de Donación y Trasplante de órganos 

y Tejidos. 

 A nivel latinoamericano Costa Rica será el primer país es firmar este 

Convenio. 

 La aprobación de este Convenio posiciona el sistema de salud de Costa Rica, 

con base en criterios legales y solidarios. 

 

5. Informe de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa 

Mediante el Informe AL-DEST- IJU -292-2019 con fecha 26 de noviembre de 2019, 

se rinde el respectivo informe, en lo que interesa indica: 

 La aprobación de Convenios o Tratados internacionales no es potestad 

legislativa ordinaria, sino una especial de control político que la Constitución 
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Política establece en el artículo 121 inciso 4.  De conformidad con lo anterior, 

corresponde a la Asamblea Legislativa únicamente “aprobar o improbar” el 

convenio sometido a su consideración, sin que sea válido introducir reformas 

o modificaciones al texto negociado. 

 El Convenio básicamente consiste en el compromiso de criminalizar en el 

propio derecho penal sustantivo varias conductas para combatir el tráfico de 

órganos humanos. 

 Ese compromiso no solo se encuentra dentro del ámbito de competencias 

posibles del Estado, sino que representa una acción tendiente a combatir una 

de las prácticas criminales más ignominiosas actuales, en línea con la 

protección efectiva de los derechos humanos. 

 No existe ningún obstáculo jurídico para aprobar dicho Convenio, sino que 

más bien va en la línea de robustecer los sistemas jurídicos para prevenir y 

combatir dicho flagelo. 

 No presenta problema jurídico alguno, según lo ha determinado ya la 

Procuraduría General de la República en una Opinión Jurídica que vertió 

sobre este Convenio, previo a que el Poder Ejecutivo se decidiera a 

suscribirlo. 

 El Convenio no tiene aplicación directa, sino que requiere precisamente de 

los desarrollos legislativos que las Partes se comprometen a asumir. El 

estado actual de nuestra legislación solo cumple parcialmente los 

compromisos a asumir en virtud del Convenio, y que en caso de aprobar y 

ratificar el Convenio quedarían pendientes importantes modificaciones al 

ordenamiento jurídico penal sustantivo. 
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6. CONSIDERACIONES GENERALES RESPECTO AL FONDO DE LA 

PRESENTE INICIATIVA. 

 

De las consultas realizadas y del Informe de Servicios Técnicos de la Asamblea 

Legislativa se desprenden las siguientes conclusiones: 

 

 La aprobación del proyecto 21.450 APROBACIÓN DEL CONVENIO DEL 

CONSEJO DE EUROPA CONTRA EL TRÁFICO DE ÓRGANOS 

HUMANOS, previene y lucha contra el tráfico internacional de órganos 

humanos. 

 Fortalece los procesos que realiza la Secretaría Ejecutiva Técnica de 

Donación y Trasplante de Órganos y Tejidos, que ha fortalecido con 

mecanismos regulatorios el proceso de donación y recepción órganos 

humanos.  

 Este Convenio vendría a complementar la ley 9222 Ley de Donación y 

Trasplante de Órganos y Tejidos Humanos. 

 Aprobar este Convenio permitirá la cooperación con organismos 

internacionales para luchar en contra del tráfico de órganos humanos, 

permitiendo alianzas interinstitucionales a nivel internacional y regional, para 

luchar contra el tráfico de órganos. 

 Posiciona el sistema de salud de nuestro país, con base en criterios legales 

y solidarios. 

 Aprobar este Convenio es una señal al mundo de que Costa Rica está 

trabajando en pro de luchar contra el tráfico de órganos humanos. 

 

Por lo anteriormente expuesto y atendiendo razones jurídicas, de oportunidad y 

conveniencia, rendimos DICTAMEN AFIRMATIVO UNÁNIME recomendando al 

Plenario Legislativo la aprobación de este Proyecto de Ley.  
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El texto del proyecto es el siguiente: 

 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 

DECRETA: 

 

APROBACIÓN DEL CONVENIO DEL CONSEJO DE EUROPA 
CONTRA EL TRÁFICO DE ÓRGANOS HUMANOS 

 
 
ARTÍCULO ÚNICO- Apruébese en cada una de sus partes el Convenio del 
Consejo de Europa contra el Tráfico de Órganos Humanos, suscrito por la 

República de Costa Rica, el 16 de abril de 2018, en Estrasburgo, Francia, cuyo texto 
es el siguiente: 
 

CONSEJO DE EUROPA 
 

Convenio del Consejo de Europa 
contra el tráfico de órganos humanos 

 
 
Santiago de Compostela, 25 de marzo de 2015 
Serie de tratados del Consejo de Europa N° 216 
 
Convenio del Consejo de Europa contra el tráfico de órganos humanos 
CONSEJO DE EUROPA 
 
Preámbulo 
 

Los Estados miembros del Consejo de Europa y los demás signatarios del presente 
Convenio; 
 
Teniendo en mente la Declaración Universal de Derechos Humanos, proclamada 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948, y el 
Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales (1950, STCE N°.5); 
 
Teniendo en mente el Convenio para la protección de los derechos humanos y de 
la dignidad del ser humano en cuanto a las aplicaciones de la biología y la medicina:  
Convenio de los derechos humanos y la biomedicina (1997, STCE          N° 164) y 
el Protocolo Adicional al Convenio de los derechos humanos y la biomedicina sobre 
transplante de órganos y de tejidos de origen humano (2002, STCE N° 186); 
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Teniendo en mente el Protocolo adicional a la Convención de las Naciones Unidas 
contra la delincuencia transnacional organizada cuyo objeto es prevenir, reprimir y 
sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños (2000) y el Convenio 
del Consejo de Europa para la lucha contra la trata de seres humanos (2005, STCE 
N° 197); 
 
Considerando que el objetivo del Consejo de Europa es lograr una unión más fuerte 
entre sus miembros; 
 
Considerando que el tráfico de órganos humanos atenta contra la dignidad humana 
y el derecho a la vida y representa una grave amenaza para la salud pública; 
 
Determinados a contribuir de manera significativa a la erradicación del tráfico de 
órganos humanos, a través del establecimiento de nuevos delitos que vengan a 
completar los instrumentos jurídicos internacionales existentes, en materia de trata 
de seres humanos con fines de extracción de órganos; 
 
Considerando que el objetivo del presente Convenio es prevenir y luchar contra el 
tráfico de órganos humanos, y que la aplicación de las disposiciones del Convenio 
en relación con el Derecho Penal sustantivo deberá llevarse a cabo teniendo en 
cuenta su finalidad y el principio de proporcionalidad; 
 
Reconociendo que, para luchar de manera eficaz contra la amenaza mundial que 
constituye el tráfico de órganos humanos, debe fomentarse una estrecha 
cooperación internacional tanto entre los Estados miembros del consejo de Europa 
como entre los no miembros, 
 
Han convenido lo siguiente: 
 
Capítulo I – Objetivo, ámbito de aplicación y terminología 
 

Artículo 1- Objetivo 
 

1. El presente Convenio tiene por objeto: 
 

a. Prevenir y luchar contra el tráfico de órganos humanos 
mediante la tipificación como delitos de ciertos actos; 
 
b. Proteger los derechos de las víctimas de los delitos 
establecidos de conformidad con el presente Convenio; 
 
c. Facilitar la cooperación a nivel nacional e internacional en la 
lucha contra el tráfico de órganos humanos. 
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2 Con el fin de velar por la aplicación eficaz de sus disposiciones por las 
Partes, el presente Convenio establece un mecanismo de seguimiento 
específico. 

 
Artículo 2- Ámbito de aplicación y terminología 
 
1 El presente Convenio se aplica al tráfico de órganos humanos con 

fines de transplante o con otros fines y otras formas de extracción o 
implantación ilícitas. 

 
2 A efectos del presente Convenio, los términos: 
 

- “tráfico de órganos humanos” se referirá a toda actividad ilícita en 
relación con órganos humanos, tal y como lo establece el párrafo 1 del 
artículo 4 y los artículos 5, 7, 8 y 9 del presente Convenio; 

 
- “órganos humano” se referirá a una parte diferenciada del cuerpo 
humano, constituida por diferentes tejidos, que mantiene su estructura, 
vascularización y capacidad para desarrollar funciones fisiológicas, 
con un amplio nivel de autonomía.  Se considerará que una parte de 
un órgano es también un órgano si su función es utilizarse para los 
mismos fines que el órgano completo en el cuerpo humano, 
manteniendo los requisitos de estructura y vascularización. 

 
Artículo 3 – Principio de no discriminación 
 
Los Partes garantizarán la aplicación de las disposiciones del presente 
Convenio, en particular el beneficio de las medidas para proteger los 
derechos de las víctimas, realizadas sin discriminación por causa alguna, 
tales como el sexo, la raza, el color, la lengua, la edad, la religión y las 
opiniones políticas u otras opiniones, el origen nacional o social, la 
pertenencia a una minoría nacional, la fortuna, el nacimiento, la orientación 
sexual, el estado de salud, la discapacidad, o cualquier otra situación. 

 
Capítulo II - Derecho Penal sustantivo 
 

Artículo 4 – Extracción ilícita de órganos humanos 
 
1 Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, 

necesarias para tipificar como delito, con apego a su Derecho interno, si 
se ha cometido intencionalmente, la extracción de órganos humanos de 
donantes vivos o muertos: 

 
a. Cuando la extracción se realiza sin el consentimiento libre, 

informado y específico del donante, antes o después de su 
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fallecimiento, o, en el caso del donante difunto, sin que la 
extracción esté autorizada por su legislación interna;  

 
b. Cuando, a cambio de la extracción de órganos, se haya ofrecido 

o se le haya concedido al donante vivo, o a un tercero, un 
beneficio económico o una ventaja comparable. 

 
c. Cuando, a cambio de la extracción de órganos de un donante 

difunto, se haya ofrecido o se le haya concedido o a un tercero 
un beneficio económico o una ventaja comparable. 

 
2 Cualquier Estado o la Unión Europea podrá, en el momento de la firma 

o al depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación, 
mediante una declaración dirigida al Secretario General del Consejo 
de Europa, declarar que se reserva el derecho de no aplicar el párrafo 
1 a) del presente artículo a la extracción de órganos de donantes vivos, 
en casos excepcionales y de conformidad con las salvaguardias o 
disposiciones adecuadas sobre el consentimiento, en virtud de su 
legislación nacional.  Toda reserva, con apego a este párrafo, 
contendrá una breve mención de la legislación nacional pertinente. 

 
3 La expresión “un beneficio económico o una ventaja comparable”, en 

cuanto a los efectos de los párrafos 1, b) y c), no incluirá la 
compensación por pérdida de ingresos o cualquier otro gasto 
justificable causado por la extracción o por exámenes médicos 
relacionados con la misma, ni la compensación por daños que no sean 
inherentes a la extracción de órganos. 

 
4 Cada Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas 

legislativas o de otra índole, necesarias para tipificar como delito, con 
apego a su derecho interno, la extracción de órganos humanos de 
donantes vivos o difuntos, si se ha realizado fuera del marco de su 
sistema interno de transplantes, o cuando la extracción se realice, 
atentando contra los principios esenciales de las leyes o reglamentos 
nacionales en materia de transplantes.  Si una Parte tipifica delitos, de 
conformidad con la presente disposición, procurará aplicar también a 
tales delitos, los artículos 9 a 22. 

 
Artículo 5 – Uso de órganos extraídos de manera ilícita, con fines 
de implantación u otros distintos 
 

Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, necesarias 
para tipificar como delito, con apego a su Derecho interno, el uso de órganos 
ilícitamente extraídos, si se ha realizado intencionalmente, tal y como 
aparece en el párrafo 1 del artículo 4, con fines de implantación u otros 
distintos. 
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Artículo 6 – Implantación de órganos fuera del sistema nacional 
de transplantes o en violación de los principios esenciales de las 
legislaciones nacionales en materia de transplantes. 
 

Cada Parte deberá considerar tomar las medidas legislativas o de otra 
índole, necesarias para tipificar como delito, con apego a su Derecho 
interno, cuando el acto ha sido cometido intencionalmente, la implantación 
de órganos humanos de donantes vivos o difuntos, si la misma es realizada 
fuera del marco de su sistema interno de transplantes, o cuando la 
implantación es realizada atentando contra los principios esenciales de las 
leyes o reglamentos nacionales en materia de transplantes.  Si una Parte 
tipifica delitos, de conformidad con la presente disposición, procurará aplicar 
también a tales delitos los artículos 9 a 22. 
 
Artículo 7 – Propuesta, captación, ofrecimiento y solicitud ilícitas 
de ventajas indebidas 
 
1 Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, 

necesarias para tipificar como delito, con apego a su Derecho interno, 
el acto que ha sido cometido intencionalmente, la solicitud y la 
propuesta de un donante o de un receptor de órganos, con el fin de un 
beneficio económico o para obtener una ventaja comparable para la 
persona que solicita o propone para un tercero. 

 
2 Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, 

necesarias para tipificar como delito, con apego a su Derecho interno, 
el acto que ha sido cometido intencionalmente, la promesa, la 
propuesta o la donación, directa o indirecta, para cualquier persona, 
de un beneficio indebido a profesionales de la salud, a sus funcionarios 
o a personas que, por cualquier razón, dirigen o trabajan para una 
entidad del sector privado, para que estas personas procedan a una 
extracción o un transplante de un órgano humano, o faciliten el mismo, 
cuando la extracción o el transplante sean realizados en las 
circunstancias descritas en el artículo 4, párrafo 1, o en el artículo 5 y, 
dado el caso, en el artículo 4, párrafo 4, o en el artículo 6. 

 
3 Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, 

necesarias para tipificar como delito, el acto que se ha cometido 
intencionalmente, para profesionales de la salud, sus funcionarios o 
personas que bajo cualquier calidad, dirijan o trabajen para entidades 
del sector privado, solicitar o recibir un beneficio indebido, con el fin de 
que estas personas procedan a una extracción o implantación de un 
órgano humano, o faciliten dicho acto, cuando esta extracción o 
implantación tenga lugar en las circunstancias descritas en el párrafo 
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1 del artículo 4, o en el artículo 5, y en su caso, en el párrafo 4 del 
artículo 4, o en el artículo 6. 

 
Artículo 8 – Preparación, preservación, almacenamiento, 
transporte, traslado, recepción, importación y exportación de órganos 
humanos extraídos de manera ilícita. 
 

Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, necesarias 
para tipificar como delito, si se ha cometido intencionalmente: 
 

a. La preparación, preservación y almacenamiento de órganos 
humanos extraídos de manera ilícita, según se indica en el 
párrafo 1 del artículo 4, y en su caso, en el párrafo 4 del artículo 
4; 

 
b. El transporte, traslado, recepción, importación y exportación de 

órganos humanos extraídos de manera ilícita, según se indica 
en el párrafo 1 del artículo 4, y en su caso, en el párrafo 4 del 
artículo 4. 

 
Artículo 9 – Complicidad y tentativa 
 
1 Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, 

necesarias para tipificar como delito cualquier complicidad, si se ha 
cometido intencionalmente, con el fin de cometer cualquiera de los 
delitos tipificados, de conformidad con el presente Convenio. 

2 Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole 
necesarias para tipificar como delito, la tentativa intencionada de 
cometer cualquiera de los delitos tipificados, de conformidad con el 
presente Convenio. 

 
3 Cualquier Estado o la Unión Europea podrá, mediante una declaración 

dirigida al Secretario General del Consejo de Europa, en el momento 
de la firma o al depositar su instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación, declarar que se reserva el derecho de no aplicar, o de 
aplicar únicamente en determinados casos o condiciones, el párrafo 2, 
en lo que se refiere a delitos tipificados, con apego al artículo 7 y el 
artículo 8. 

 
Artículo 10 – Competencia 
 

1 Cada parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, 
necesarias para establecer su competencia con respecto a cualquier 
delito tipificado, de conformidad con el presente Convenio, cuando el 
delito es cometido: 
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a. en su territorio; o 
b. a bordo de un buque que enarbole el pabellón de esa Parte; o 
c. a bordo de una aeronave matriculada con apego a las leyes de 

esa Parte; o 
d. por uno de sus nacionales; o 
e. por una persona que tenga su residencia habitual en su 

territorio. 
 
2 Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, 

necesarias para establecer su competencia con respecto a cualquier 
delito tipificado, de conformidad con el presente Convenio, cuando el 
delito se cometa contra uno de sus nacionales o de una persona que 
tenga su residencia habitual en su territorio. 

 
3 Cualquier Estado o la Unión Europea podrá, mediante una declaración 

dirigida al Secretario general del Consejo de Europa, en el momento 
de la firma, o al depositar su instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación, declarar que se reserva el derecho de no aplicar o de 
aplicar únicamente en determinados casos o condiciones, las normas 
sobre competencia establecidas en el párrafo 1, letras d) y e), del 
presente artículo. 

 
4 Para el enjuiciamiento de los delitos tipificados con apego al presente 

Convenio, cada Parte adoptará las medidas legislativas o de otra 
índole, necesarias para garantizar que su competencia, en lo que se 
refiere a los párrafos 1. d) y e) del presente artículo, no está supeditada 
a la condición de que el enjuiciamiento solo pueda iniciarse tras una 
denuncia de la víctima o del Estado del lugar en que se haya cometido 
el delito. 

 
5 Cualquier Estado o la Unión Europea podrá, mediante una declaración 

dirigida al Secretario General del Consejo de Europa, en el momento 
de la firma o al depositar su instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación, declarar que se reserva el derecho de no aplicar el párrafo 
4 del presente artículo, o de aplicarlo únicamente en casos específicos. 

 
6 Cada Parte adoptará las medidas legislativas o de otra índole, 

necesarias para establecer su competencia en cuanto a los delitos 
tipificados, de conformidad con el presente Convenio, en los casos en 
que un presunto autor se encuentre en su territorio y no pueda 
extraditarlo a otro Estado, únicamente por motivo de su nacionalidad. 

 
7 Cuando varias Partes reivindiquen su competencia en cuanto a un 

presunto delito con apego al presente Convenio, las Partes 
involucradas se concertarán, si es del caso, con el fin de determinar la 
competencia más apropiada para su enjuiciamiento. 
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8 Sin perjuicio de las normas generales del Derecho Internacional, el 

presente Convenio no excluye competencia penal alguna ejercida por 
una Parte, de conformidad con su Derecho interno. 

 
Artículo 11 – Responsabilidad de las personas jurídicas 
 

1 Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, 
necesarias para garantizar que las personas jurídicas puedan ser 
consideradas responsables de los delitos tipificados, de conformidad 
con el presente Convenio, cuando hayan sido cometidos en su 
beneficio por cualquier persona física, actuando ya sea 
individualmente o como parte de un órgano de la persona jurídica, que 
ostente un cargo directivo en su seno, basado en: 

 
a. un poder de representación de dicha persona jurídica; 
b. una autoridad para tomar decisiones en nombre de la misma; 
c. una autoridad para ejercer control en el seno de la persona 

jurídica. 
 

2 Además de los casos previstos en el párrafo 1 del presente artículo, 
cada Parte tomará las medidas legislativas y de otra índole, necesarias 
para garantizar que una persona jurídica pueda ser considerada 
responsable cuando la falta de supervisión o de control, de una 
persona física, mencionada en el párrafo 1, haya hecho posible la 
comisión de un delito, como tipificado con apego al presente Convenio, 
cometido por una persona física en beneficio de la persona jurídica, y 
actuando bajo su autoridad. 

 
3 Con sujeción a los principios jurídicos de la Parte, la responsabilidad 

de una persona jurídica podrá ser penal, civil o administrativa. 
 
4 Dicha responsabilidad se entenderá sin perjuicio de la responsabilidad 

penal de las personas físicas que hayan cometido el delito. 
 

Artículo 12 – Sanciones y medidas 
 

1 Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, 
necesarias para garantizar que los delitos tipificados, de conformidad 
con el presente Convenio, sean punibles con sanciones efectivas, 
proporcionadas y disuasorias. Estas sanciones incluirán, en cuanto a 
delitos tipificados con apego al párrafo 1 del artículo 4, y en su caso, 
el artículo 5 y los artículos 7 a 9, cuando hayan sido cometidos por 
personas físicas, sanciones de privación de libertad que puedan dar 
lugar a la extradición. 
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2 Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, 
necesarias para garantizar que las personas jurídicas responsables, 
con apego al artículo 11, queden sujetas a sanciones efectivas, 
proporcionadas y disuasorias, incluidas sanciones pecuniarias, 
penales o no penales, y podrán incluir otras medidas, como: 

 
a. inhabilitación temporal o permanente para ejercer una actividad 

comercial; 
b. sometimiento a supervisión judicial; 
c. orden de liquidación judicial. 
 

3 Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, 
necesarias para: 

 
a. permitir el embargo y decomiso del producto de los delitos 

tipificados, de conformidad con el presente Convenio o bienes 
cuyo valor corresponda a dicho producto; 

 
b. hacer posible el cierre provisional o definitivo de cualquier 

establecimiento utilizado para llevar a cabo cualquier tipo de 
delito tipificado de conformidad con el presente Convenio, sin 
perjuicio de los derechos de los terceros de buena fe, o prohibir 
al autor de la infracción, temporal o definitivamente, de 
conformidad con las disposiciones pertinentes de la legislación 
interna, el ejercicio de una actividad profesional relacionada con 
la comisión de cualquiera de los delitos tipificados, de 
conformidad con el presente Convenio. 

 
Artículo 13 – Circunstancias agravantes 
 
Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, necesarias 
para garantizar que, de conformidad con las disposiciones correspondientes 
del Derecho interno, las circunstancias siguientes, en la medida en que no 
formen parte ya de los elementos constitutivos del delito, puedan 
considerarse circunstancias agravantes para la determinación de las 
sanciones relativas a los delitos tipificados, de conformidad con el presente 
Convenio: 
 

a. que el delito haya causado la muerte de la víctima o un deterioro 
grave de su salud física o mental; 

 
b. que el delito haya sido cometido por una persona abusando de 

su posición; 
 
c. que el delito haya sido cometido en el marco de una 

organización criminal; 
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d. que el autor haya sido condenado con anterioridad por delitos 

tipificados, de conformidad con el presente Convenio; 
 
e. que el delito haya sido cometido contra un infante o contra 

cualquier otra persona especialmente vulnerable. 
 

Artículo 14 – Condenas anteriores 
 

Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, necesarias 
para prever la posibilidad de tomar en cuenta, en la determinación de las 
penas, las condenas firmes impuestas por otra Parte, en relación con delitos 
tipificados, de conformidad con el presente Convenio. 
 

Capítulo III – Derecho procesal penal 
 

Artículo 15 – Inicio y continuación del enjuiciamiento 
 
Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, necesarias 
para garantizar que la investigación y enjuiciamientos penales, en cuanto a 
los delitos tipificados en el presente Convenio, no deban subordinarse a la 
presentación de una denuncia y que las acciones procesales puedan 
continuar aunque la denuncia haya sido retirada. 
 
Artículo 16 – Investigaciones penales 
 
Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, necesarias, 
de conformidad con los principios de su legislación nacional, para garantizar 
una investigación y unas actuaciones penales eficaces en cuanto a los 
delitos tipificados de conformidad con el presente Convenio. 
 
Artículo 17 – Cooperación internacional 
 

1 Las Partes cooperarán mutuamente, de conformidad con las 
disposiciones del presente Convenio, y en aplicación de los 
instrumentos y acuerdos internacionales y regionales pertinentes 
aplicables, los acuerdos adoptados sobre la base de legislaciones 
uniformes o recíprocas y su Derecho nacional, en la más amplia 
medida posible, a efecto de las investigaciones o procesos relativos a 
los delitos tipificados conforme al presente Convenio, entre otras 
cosas, en materia de embargo y decomiso. 

 
2 Las Partes cooperarán en la medida más amplia posible, en virtud de 

los tratados internacionales, regionales y bilaterales pertinentes sobre 
extradición y asistencia judicial en materia penal, en relación con los 
delitos tipificados conforme al presente Convenio. 
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3 Si una parte que supedita la extradición o la asistencia judicial mutua 

en materia penal a la existencia de un tratado, recibe una solicitud de 
extradición o de asistencia judicial de otra Parte, con la que no haya 
suscrito un tratado de este tipo, la primera podrá, respetando 
plenamente sus obligaciones de Derecho internacional y sin perjuicio 
de las condiciones previstas en la legislación de la Parte requerida, 
considerar el presente Convenio como fundamento jurídico para 
conceder la extradición o la asistencia judicial en materia penal, con 
respecto a los delitos tipificados de conformidad al presente Convenio. 

 
Capítulo IV – Medidas de protección 
 

Artículo 18 – Protección de las víctimas 
 

Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, necesarias 
para proteger los derechos e intereses de las víctimas de los delitos 
tipificados de conformidad con el presente Convenio, en particular: 

 
a. Velando para que tengan acceso a las informaciones 

pertinentes relativas a su caso y que sean necesarias para la 
protección de su salud y de otros derechos afectados; 

 
b. ayudando a las víctimas en su recuperación física, psicológica 

y social; 
 
c. recogiendo en su legislación interna, el derecho de las víctimas 

a recibir una compensación por parte de los autores de los 
delitos. 

 
Artículo 19 – Estatuto de las víctimas en los procesos penales 
 
1 Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, 

necesarias para proteger los derechos e intereses de las víctimas en 
todas las fases de las investigaciones y procesos penales, en 
particular: 

 
a. informándolas de sus derechos y de los servicios a su 

disposición, y previa petición, de la tramitación de su denuncia, 
de las posibles imputaciones, del estado en general del proceso 
penal (a menos que, en casos excepcionales, dicha notificación 
pueda ser nociva para la correcta conducción del caso) y de su 
papel en el mismo, así como del resultado del caso que le 
concierne; 
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b. permitiéndoles, siempre que ello se ajuste a las normas 
procesales del Derecho interno, comparecer, presentar 
elementos de prueba y ver que sus opiniones, necesidades y 
preocupaciones, presentadas directamente o a través de un 
intermediario, son tomadas en cuenta. 

 
c. Poniendo a su disposición los servicios de apoyo pertinentes, 

de modo que sus derechos e intereses sean debidamente 
presentados y tomados en consideración; 

 
d. Adoptando medidas eficaces para su seguridad y la de sus 

familias, para protegerlas de cualquier intimidación o 
represalias. 

 
2 Cada Parte garantizará a las víctimas, , desde su primer contacto con 

las autoridades competentes, el acceso a las informaciones sobre los 
procedimientos judiciales y administrativos pertinentes. 

 
3 Cada Parte velará por que las víctimas que tengan estatuto de partes 

en los procesos penales tengan acceso a una asistencia judicial, con 
apego a la legislación interna y gratuita, si procede. 

 
4 Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, 

necesarias para garantizar que las víctimas de un delito tipificado, de 
conformidad al presente Convenio, cometido en el territorio de una 
Parte distinta de aquel en el que la víctima resida, pueda presentar una 
querella ante las autoridades competentes de su Estado de residencia. 

 
5 Cada Parte preverá, a través de medidas legislativas y de otra índole, 

y de acuerdo con los requisitos previstos en su legislación interna, la 
posibilidad de que grupos, fundaciones, asociaciones u 
organizaciones gubernamentales y no gubernamentales ayuden y 
apoyen a las víctimas, con su consentimiento, durante el proceso penal 
referido a los delitos tipificados de conformidad con el presente 
Convenio. 

 
Artículo 20 – Protección de testigos 
 
1 Cada Parte tomará, dentro de sus posibilidades, y de conformidad con 

las condiciones previstas en su legislación interna, las medidas 
apropiadas para garantizar una protección eficaz frente a las 
potenciales represalias o intimidación a los testigos en procesos 
penales, que presenten testimonio, en relación con delitos cubiertos 
por el presente Convenio y, según proceda, a sus familiares y a otras 
personas cercanas. 
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2 El párrafo 1 del presente artículo se aplicará igualmente a las víctimas, 
cuando sean testigos. 

 
Capítulo V –  Medidas preventivas 
 

Artículo 21 – Medidas a nivel nacional 
 

1 Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, 
necesarias para garantizar: 

 
a. la existencia de un sistema nacional transparente para el 

transplante de órganos humanos; 
 
b. un acceso equitativo de los pacientes a los servicios de 

transplante; 
 
c. en cooperación entre todas las autoridades pertinentes, la 

recopilación, el análisis y el intercambio de información 
referente a los delitos cubiertos por el presente Convenio  

 
2 Con el objeto de prevenir y luchar contra el tráfico de órganos 

humanos, cada Parte adoptará medidas, según proceda: 
 

a. para facilitar, a los profesionales de la salud y funcionarios 
competentes, informaciones sobre la prevención y la lucha 
contra el tráfico de órganos humanos, o para reforzar su 
formación; 

 
b. para organizar campañas de sensibilización dirigidas a la 

ciudadanía acerca de la ilegalidad y los peligros del tráfico de 
órganos humanos. 

 
3 Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole, 

necesarias para prohibir la publicidad sobre la necesidad o 
disponibilidad de órganos humanos, con el fin de obtener un beneficio 
económico o una ventaja comparable. 

 
Artículo 22 – Medidas en el ámbito internacional 
 

Las Partes cooperarán en la medida más amplia posible, con el fin de 
prevenir el tráfico de órganos humanos.  En particular, las Partes se 
encargarán de: 
 

a. informar al Comité de las Partes, previa solicitud de éste, acerca 
del número de casos de tráfico de órganos humanos en sus 
respectivos territorios; 
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b. designar un punto nacional de contacto responsable del 

intercambio de informaciones relativas al tráfico de órganos 
humanos. 

 
Capítulo VI – Mecanismo de seguimiento 
 

Artículo 23 – Comité de las Partes 
 

1 El Comité de las Partes estará integrado por representantes de las 
Partes del Convenio. 

 
2 El Comité de las Partes será convocado por el Secretario General del 

Consejo de Europa.  Su primera reunión se celebrará en el plazo de 
un año a partir de la entrada en vigor del presente Convenio, para el 
décimo signatario que lo ratifique.  Posteriormente, se reunirá cada vez 
que lo solicite, al menos, un tercio de las Partes o el Secretario 
General. 

 
3 El Comité de las Partes adoptará su propio reglamento interno. 
 
4 El Comité de las Partes recibirá la asistencia de la Secretaría del 

Consejo de Europa en el desempeño de sus funciones. 
 
5 Una Parte contratante que no sea miembro del Consejo de Europa 

contribuirá en el financiamiento del Comité de las Partes, en la forma 
que decida el Comité de Ministros, previa consulta a dicha Parte. 

 
Artículo 24 – Otros representantes 
 
1 La Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa, el Comité 

Europeo de Problemas Penales (CDPC), así como otros comités 
intergubernamentales o científicos pertinentes del Consejo de Europa, 
designarán, cada uno de ellos, un representante ante el Comité de las 
Partes, con el fin de contribuir a un enfoque multisectorial y 
multidisciplinario. 

 
2 El Comité de Ministros podrá invitar a otros órganos del Consejo de 

Europa a que designen un representante ante el Comité de las Partes, 
tras consultar a este último. 

 
3 Podrá admitirse a representantes de organismos internacionales 

pertinentes como observadores en el Comité de las Partes, siguiendo 
el procedimiento establecido por las normas aplicables del Consejo de 
Europa. 
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4 Podrá admitirse a representantes de los organismos oficiales 
pertinentes de las Partes como observadores en el Comité de las 
Partes, siguiendo el procedimiento establecido por las normas 
aplicables del Consejo de Europa. 

 
5 Podrá admitirse a representantes de la sociedad civil, y en particular, 

a las organizaciones no gubernamentales, como observadores en el 
Comité de las Partes, siguiendo el procedimiento establecido por las 
normas aplicables del Consejo de Europa. 

 
6 Se garantizará una representación equilibrada de los diferentes 

sectores y disciplinas, en la designación de los representantes 
previstos en los párrafos 2 a 5 del presente artículo. 

 
7 Los representantes designados en virtud de los párrafos 1 a 5 del 

presente artículo, participarán en las reuniones del Comité de las 
Partes, sin derecho a voto. 

 
Artículo 25 – Funciones del Comité de las Partes 
 
1 El Comité de las Partes se encargará de supervisar la aplicación del 

presente Convenio. El reglamento interno del Comité de las Partes 
establecerá el procedimiento para evaluar la aplicación del Convenio, 
aplicando para ello un enfoque multisectorial y multidisciplinario. 

 
2 El Comité de las Partes facilitará igualmente la recopilación, análisis e 

intercambio de información, experiencias y buenas prácticas entre los 
Estados, con el fin de mejorar su capacidad para prevenir y combatir 
el tráfico de órganos humanos. El Comité podrá recurrir a los 
conocimientos de los demás organismos y comités competentes del 
Consejo de Europa. 

 
3 El Comité de las Partes, se encargará también, cuando proceda, de: 
 

a. facilitar el uso y aplicación efectiva del presente Convenio, en 
particular, identificando los posibles problemas que puedan 
presentarse y los efectos de cualquier declaración o reserva, 
formulada en apego al presente Convenio; 

 
b. expresar una opinión sobre cualquier cuestión relativa a la 

aplicación del presente Convenio y facilitar el intercambio de 
información sobre los desarrollos jurídicos, políticos o técnicos 
importantes. 

 
c. formular recomendaciones específicas a las Partes relativas a 

la aplicación del presente Convenio. 



 
                                                                          -26-                                         Expediente Nº 21.450 

 

 
 

 
4 El Comité Europeo de Problemas Penales (CDPC) recibirá información 

periódica sobre las actividades mencionadas en los párrafos 1, 2 y3 
del presente artículo. 

 
Capítulo VII – Relación con otros instrumentos internacionales 
 

Artículo 26 – Relación con otros instrumentos internacionales 
 

1 El presente Convenio no afectará a los derechos y obligaciones 
derivados de las disposiciones de otros instrumentos internacionales 
en los que las Partes en el presente Convenio sean o lleguen a ser 
Partes y que contengan disposiciones relativas a las materias 
reguladas por el presente Convenio. 

 
2 Las Partes en el Convenio podrán celebrar entre sí acuerdos 

bilaterales o multilaterales sobre los asuntos regulados por el presente 
Convenio, con el fin de completar o reforzar sus disposiciones o de 
facilitar la aplicación de los principios que el mismo consagra. 

 
Capítulo VIII – Enmiendas al Convenio 
 

Artículo 27 – Enmiendas 
 
1 Toda enmienda al presente Convenio propuesta por una Parte, deberá 

ser comunicado al Secretario General del Consejo de Europa y 
transmitido por éste a los Estados miembros del Consejo de Europa, 
a los Estados que gocen de la condición de observadores en el 
Consejo de Europa, a la Unión Europea y a todo Estado invitado a 
firmar el Convenio. 

 
2 Toda enmienda propuesta por una Parte deberá ser comunicada al 

Comité Europeo de Problemas penales (CDPC) así como a otros 
comités intergubernamentales o científicos pertinentes del Consejo de 
Europa, que someterán al Comité de las partes su opinión sobre dicha 
enmienda. 

 
3 El Comité de Ministros del Consejo de Europa examinará la enmienda 

propuesta y la opinión presentada por el Comité de las Partes, y tras 
consultas con las Partes en el presente Convenio que no sean 
Miembros del Consejo de Europa, podrá adoptar la enmienda por la 
mayoría prevista en el artículo 20 d) del Estatuto del Consejo de 
Europa. 
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4 El texto de toda enmienda adoptada por el Comité de Ministros, de 
conformidad con el párrafo 3 del presente artículo, será comunicado a 
las Partes para su aceptación. 

 
5 Toda enmienda adoptada, de conformidad con el párrafo 3 del 

presente artículo, entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la 
expiración de un plazo de un mes, desde la fecha en la que todas las 
Partes hayan informado al Secretario General de su aceptación de la 
misma. 

 
Capítulo IX – Disposiciones finales 
 

Artículo 28 – Firma y entrada en vigor 
 
1 El presente Convenio está abierto a la firma de los Estados miembros 

del Consejo de Europa, de la Unión Europea y de los Estados no 
miembros del Consejo de Europa que gocen de la condición de 
observadores en el Consejo de Europa. Está también abierto a la firma 
de otros Estados no miembros del Consejo de Europa previa invitación 
del Comité de Ministros.  La decisión de invitar a un Estado no 
miembro a firmar el Convenio, será adoptada por la mayoría prevista 
en el artículo 20 d) del Estatuto del Consejo de Europa, y por 
unanimidad de los representantes de los Estados Contratantes, con 
derecho a formar parte del Comité de Ministros.  Esta decisión será 
adoptada tras haberse obtenido el acuerdo unánime de los demás 
Estados/la Unión Europea que hayan expresado su consentimiento a 
estar obligado por el presente Convenio. 

 
2 El presente Convenio estará sujeto a ratificación, aceptación o 

aprobación. Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación 
serán depositados ante el Secretario General del Consejo de Europa. 

 
3 El presente Convenio entrará en vigor el primer día del mes siguiente 

a la expiración de un plazo de tres meses a partir de la fecha en que 
cinco signatarios, entre ellos al menos tres Estados miembros del 
Consejo de Europa, hayan expresado su consentimiento a quedar 
obligados por el Convenio, de conformidad con las disposiciones del 
párrafo anterior. 

 
4 Cualquier Estado o la Unión Europea que exprese posteriormente su 

consentimiento a quedar obligados por el Convenio, este entrará en 
vigor en lo que les corresponde, el primer día del mes siguiente a la 
expiración de un plazo de tres meses, a partir de la fecha de depósito 
de su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación. 
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Artículo 29 – Aplicación territorial 
 
1 Cualquier Estado o la Unión Europea podrá, en el momento de la firma 

o del depósito de su instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación, designar el territorio o los territorios a los cuales se 
aplicará el presente Convenio. 

 
2 Toda Parte podrá, en cualquier fecha posterior, y mediante declaración 

dirigida al Secretario General del Consejo de Europa, hacer extensiva 
la aplicación del presente Convenio a cualquier otro territorio 
designado en dicha declaración, y de cuyas relaciones internacionales 
sea responsable o en cuyo nombre esté autorizada a contraer 
compromisos.  El Convenio entrará en vigor en lo que se refiere a dicho 
territorio, el primer día del mes siguiente a la expiración de un plazo de 
tres meses, a partir de la fecha de recepción de la declaración por el 
Secretario General. 

 
3 Toda declaración realizada en virtud de los dos párrafos anteriores 

podrá ser retirada, en lo que se refiere a cualquier territorio 
especificado en dicha declaración, mediante notificación dirigida al 
Secretario General del Consejo de Europa.  Dicho retiro surtirá efecto 
el primer día del mes siguiente, a la expiración de un plazo de tres 
meses, a partir de la fecha de recepción de la notificación por el 
Secretario General. 

 
Artículo 30 – Reservas 
 

1 Cualquier Estado o la Unión Europea podrá, en el momento de la firma 
o del depósito del instrumento de ratificación, aceptación o aprobación, 
declarar que se acoge a una o más de las reservas previstas en el 
párrafo 2 del artículo 4; el párrafo 3 del artículo 9; los párrafos 3 y 5 del 
artículo 10. 

 
2 Cualquier Estado o la Unión Europea podrá igualmente, en el 

momento de la firma o del depósito del instrumento de ratificación, 
aceptación o aprobación, declarar que se reserva el derecho a aplicar 
el artículo 5 y los párrafos 2 y 3 del artículo 7, únicamente en cuanto a 
los delitos que hayan sido cometidos con fines de implantación o con 
fines de implantación y otros, según sea especificado por la Parte. 

 
3 No se recibirá ninguna otra reserva. 
 
4 Cualquier Parte que haya formulado una reserva podrá retirarla, total 

o parcialmente, en cualquier momento, mediante notificación dirigida 
al Secretario General del Consejo de Europa.  Dicho retiro surtirá 
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efectos desde la fecha de recepción de la notificación por parte del 
Secretario General. 

 
Artículo 31 – Solución de controversias 
 

El Comité de las Partes dará, en estrecha cooperación con el Comité 
Europeo de Problemas Penales (CDPC) y otros comités 
intergubernamentales y científicos pertinentes del Consejo de Europa, 
seguimiento de la aplicación del presente Convenio, y cuando proceda, 
facilitará la solución amistosa de cualquier dificultad relativas a su 
aplicación. 
 
Artículo 32 – Denuncia 
 
1 Cualquier Parte podrá, en cualquier momento, denunciar el presente 

Convenio, mediante notificación dirigida al Secretario General del 
Consejo de Europa. 

 
2 Dicha denuncia surtirá efecto el primer día del mes siguiente a la 

expiración de un plazo de tres meses a partir de la fecha de recepción 
de la notificación por el Secretario General. 

 
Artículo 33 – Notificación 
 
El Secretario General del Consejo de Europa notificará a los Estados 
miembros del Consejo de Europa, a los Estados no miembros que gocen 
de la condición de observadores en el Consejo de Europa, a la Unión 
Europea, y a cualquier Estado que haya sido invitado a firmar el presente 
Convenio, de conformidad con las disposiciones del artículo 28; 
 
a. toda firma; 
 
b. el depósito de todo instrumento de ratificación, aceptación o 

aprobación; 
 
c. toda fecha de entrada en vigor del presente Convenio, de conformidad 

con el artículo 28; 
 
d. toda enmienda adoptada, de conformidad con el artículo 27, así como 

la entrada en vigor de dicha enmienda; 
 
e. toda reserva y toda retirada de una reserva, realizadas en virtud del 

artículo 30; 
 
f. toda denuncia, realizada en virtud de las disposiciones del artículo 32; 
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g. todo otro acto, notificación o comunicación relativos al presente 
Convenio. 

 
CONSEJO DE EUROPA 
 
En fe de lo cual, los abajo firmantes, debidamente autorizados para ello, firman el 
presente Convenio. 
 
Hecho en Santiago de Compostela, el 25 de marzo de 2015, en francés y en inglés, 
siendo ambos textos igualmente auténticos, en un único ejemplar, el cual será 
depositado en los archivos del Consejo de Europa.  El Secretario General del 
Consejo de Europa lo comunicará, remitiendo una copia certificada conforme a cada 
uno de los Estados miembros del Consejo de Europa, a los Estados no miembros 
que gocen de la condición de observadores ante el Consejo de Europa, a la Unión 
Europea, y a todo Estado que haya sido invitado a firmar el presente Convenio. 
 
Copia certificada conforme, dada en Estrasburgo, el 21 de febrero de 2017, firma 
por el Secretario General, Jorg Polakiewicz, Director del Consejo jurídico y de 
Derecho internacional público. 
------------------------------------------------------- ULTIMA LINEA ---------------------------------
-------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
En fe de lo cual se expide la presente Traducción Oficial del Francés al español 
comprensiva de 16 folios:  y firmo en la ciudad de San José de Costa Rica, el 24 de 
septiembre de 2018. Hago constar que los derechos y timbres correspondientes al 
presente documento, por un monto de 125¢, se pagaron mediante el entero n° 
28350384-0, el día 24 de septiembre de 2018. 
 

República de Costa Rica 
Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto 

Dirección General de Política Exterior 
 

EMBAJADORA ALEJANDRA SOLANO CABALCETA 
DIRECTORA ALTERNA POLÍTICA EXTERIOR 

 
CERTIFICA: 

 
Que las anteriores dieciséis copias, son fieles y exactas de la traducción oficial del 
texto original en francés al español del “Convenio del Consejo de Europa contra el 
Tráfico de órganos humanos”, hecho en Santiago de Compostela, el veinticinco de 
marzo de dos mil quince. Se extiende la presente, para los efectos legales 
correspondientes, en la Dirección General de Política Exterior, a las diez horas del 
veintinueve de marzo de dos mil diecinueve.  
 
Rige a partir de su publicación. 
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DADO EN LA SALA DE SESIONES DE LA COMISIÓN PERMANENTE ESPECIAL 

DE DERECHOS HUMANOS. San José, a los 22 días del mes de junio del año dos 

mil veinte. 

 

 
Nielsen Pérez Pérez                                               Jorge Luis Fonseca Fonseca              
        PRESIDENTA                                                               SECRETARIO 
 

 

 

Nidia Céspedes Cisneros                                           Dragos Dolanescu Valenciano 

 

 

 

María Vita Monge Granados                                             Paola Valladares Rosado  

 

 

 

Sylvia Patricia Villegas Álvarez 
DIPUTADOS (AS) 

 


